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1. INTRODUCCIÓN
Hasta la publicación de la Ley de Mediación Familiar de Cataluña
(Ley Catalana de Mediación Familiar).' Francia era el único país en
Europa en donde existía una ley específica en vigor que regulase tal
materia. Así, la mencionada Ley comportó una innovación sustancial en el
ámbito del derecho de familia en un momento en el que en el resto del
* Fernando Garriga (Universidad de Barcelona) Doctor en Derecho por la Universidad de
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colegiales o de otras instituciones universitarias españolas. Ha escrito libros, colaborado con
aportaciones a libros colectivos, así como publicado en diversas revistas científicas en relación a
diversos aspectos relativos a la propiedad horizontal, a la nulidad de actuaciones, al proceso de revisión
civil y a los aspectos de derecho internacional implicados en el Ley Concursal.
1. Ver generalmente Ley 1/2001, de 15 de Marzo., de Mediación Familiar de Cataluña
(B.O.E. 2001, 7380) (España).
ILSA Journal of International & Comparative Law
Estado español no existía una práctica generalizada de la mediación. Sin
embargo, con posterioridad a la publicación de dicha norma catalana, la
institución de la mediación sí que ha sido objeto de desarrollo por parte de
diversas normas autonómicas.2
El presente estudio se encamina por tanto a analizar la coexistencia de
la regulación contenida en la vigente Ley Catalana de Mediación en el
Ámbito del Derecho Privado (Ley Catalana). Dicha ley está encaminada
básicamente a fijar los principios que garantizan el buen ejercicio de la
mediación. La Ley Catalana es administrada por parte del departamento
administrativo competente en materia de derecho civil, junto con la ley
general sobre mediación actualmente contenida en la Ley de Mediación en
Asuntos Civiles y Mercantiles (Ley Española), que vino a colmar la laguna
existente hasta el momento.4  Dicha Ley Española, según indica su
Exposición de Motivos, incorpora al derecho español la Directiva
2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo. La Ley Española
procede, al tiempo, a adaptarse a las exigencias derivadas de las
modificaciones del Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil operadas
previamente por la Ley en Materia de Separación y Divorcio. La Ley
Española también regula un régimen general aplicable a toda mediación que
tenga lugar en España y pretenda tener un efecto jurídico vinculante,
circunscrita, eso sí, exclusivamente al ámbito de los asuntos civiles y
mercantiles.
2. Ver generalmente id.; ver generalmente Ley 15/2009, de 22 de Julio, de Mediación en el
Ámbito del Derecho Privado (B.O.E 2009, 13567) (la Ley 1/2001, de 15 de Marzo, de Mediación
Familiar de Cataluña (B.O.E 2001, 7380) fue posteriormente desarrollada por la Ley 15/2009, de 22 de
Julio, de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado).
3. Ver generalmente id.; ver Decret 135/2012, de 23 d'octubre, pel qual s'aprova el
Reglament de la Llei 15/2009, del 22 de juliol, de Mediació en l'Ambit Privat [Decreto 135/2012, de 23
de Oct., aprobando la Ley 15/2009, de 22 Julio,de Mediación en el Ámbito de Derecho Privado]
(D.O.G.C. 2012, 6240) (España) (La Ley Catalana de Mediación Familiar fue desarrollada
posteriormente por la Ley Catalana 15/2009 de Mediación en el Ámbito Privado).
4. Ver Ley 15/2009, de 22 de Julio, de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E.
2009, 13567) (España) en 70788.
5. Ver id.; ver generalmente Ley 5/2012, de 6 de Julio, de Mediación en Asuntos Civiles y
Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) (España) (la ley pretende establecer un régimen general para la
mediación en el territorio español); Ver generalmente Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo
2008/52/CE, 2008 O.J. (L 136/3) (por la que se contempla un régimen de mediación eurpoeo); ver Ley
15/2005 Por la Que se Modifica el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en Materia de




Como antecedente inmediato a la regulación autonómica catalana de la
mediación actualmente vigente, debe citarse la Ley Catalana de Mediación
Familiar.6 Hasta la publicación de dicha norma7 únicamente en Francia,
tras la reforma de su Código de Procedimiento Civil de 1995, existía una
ley específica en vigor que regulase tal materia. 8
En este sentido, la Ley Catalana de Mediación Familiar cumplió con la
recomendación 12 del Comité de Ministros del Consejo de Europa.9 De
dicha recomendación derivaba la necesidad de desarrollo de la institución
de la mediación como instrumento encaminado a facilitar la solución
pacífica de los conflictos surgidos en el ámbito familiar.' 0
Así, la mencionada Ley Catalana de Mediación Familiar comportó una
innovación sustancial en el ámbito del derecho de familia en un momento
en el que en el resto del Estado español no existía una práctica generalizada
de la mediación." Sin embargo, con posterioridad a la publicación de dicha
norma catalana, sí que fue objeto de desarrollo por parte de diversas normas
autonómicas.
12
6. Ver generalmente Ley de Mediación Familiar de Cataluña, (B.O.E. 2001, 7380) (que
posteriormente daría paso a la Ley Catalana 15/2009).
7. Ver generalmente id.; ver Ley 9/1998, de 15 de Julio, del Código de Familia, Disposición
Final 3a (D.O.G.C. 1998, 2687) (España) (Mediante la promulgación de tal norma el legislador cumplía
con el compromiso que derivaba de la Disp. Final 3 de la Ley 1/1998, de 15 de Julio, del Codi de
Familia).
8. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en 70785; Ver Loi 95-125 du 8 février 1995 relative á l'Organisation des Juridictions et á la Procedure
Civile, Pénale et Administrative [Ley 95-125 de Organizacion de las Cortes y del Codigo Civil, Codigo
Penal, y Codigo Administrativo], JOURNAL OFFICIEL DE LA RÉPUBLIQUE FRANOýAISE [J.O.] [GACETA
OFFICIAL DE FRANCIA], 9 de Febrero de 1995, Parte U, Cap. 1.
9. Ver generalmente Ley de Mediación Familiar de Cataluña (B.O.E. 2001, 7380) (que sigue
las directrices de la Recomendación del Comité de Ministros de los Estads Miembros sobre la
Mediación Familiar No. R(98)1 de 21 de enero de 1998); ver Recomendación del Comité de Ministros
a los Estados Miembros Sobre la Mediación Familiar No. R (98)1, de 21 de Enero 1998, 1998 O.J. en 15
[en lo sucesivo Recomendación 98(1)].
10. Recomendación 98(1), supra nota 9, en 15.
11. Ver generalmente Ley de Mediación Familiar de Cataluña (B.O.E. 2001, 7380) (la Ley
Catalana ayudó a incentivar la práctica de la mediación en Cataluña); Ver Decret 135/2012, de 23
d'octubre, pel qual s'aprova el Reglament de la Llei 15/2009, del 22 de juliol, de Mediació en l' mbit
Privat [Decreto 135/2012, de 23 de Octubre, aprobando la Ley 15/2009, de 22 de Julio, de Mediación en
el Ámbito de Derecho Privado (D.O.G.C. 2012, 6240) (España).
12. Ver generalmente Ley de Mediación Familiar de Cataluña (B.O.E. 2001, 7380) (Dicha ley
sería complementada con la posterior Ley 15/2009 de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado.).
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No obstante, la experiencia habida en la aplicación de la Ley Catalana
de Mediación Familiar 13 desde su entrada en vigor, junto con la publicación
de diversas leyes y recomendaciones tanto estatales como europeas, 4 hizo
aconsejable una actualización de la norma catalana de constante referencia,
ampliando el reducido ámbito de aplicación previsto inicialmente. 15
En este contexto, la Ley Catalana 16 surgió como consecuencia de la
necesidad de adaptación de la normativa vigente a las anteriormente
mencionadas nuevas circunstancias. Otros motivos fueron las novedades
que en esta materia aportaba la Directiva 2008/52/CE, 17 relativa a ciertos
aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, que invitaba a
adaptar las normativas existentes a las nuevas demandas de la sociedad.
Así, la Ley Catalana, 8 no aborda una regulación integral de la
mediación, 19 básicamente, se encamina a fijar los principios que garantizan
el buen ejercicio de la mediación administrada por parte del departamento
administrativo competente en materia de derecho civil. La Ley Catalana
regula determinados instrumentos de soporte, como por ejemplo, el régimen
de confidencialidad y la especialización de los mediadores.2 o
En este sentido, la Exposición de Motivos de la Ley Catalana mantiene
que:
La voluntad de evitar la judicialización de determinados
conflictos no sólo tiene la finalidad de agilizar el trabajo de
los tribunales de justicia, sino, fundamentalmente, la de
13. Ver generalmente id.
14. Ver generalmente Recomendación 98(1), supra nota 10; Ver generalmente Ley por la que
se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en material de separación y divorcio
(B.O.E. 2005, 11684) (estableciendo la mediación en el ámbito de los procedimientos de familia); ver
generalmente Libro Verde sobre las modalidades alternativas de solución de conflictos en el ámbito del
derecho civil y mercantil, COM (2002) 196 final (19 de abr. de 2002) [en lo sucesivo Libro Verde].
15. Ver generalmente Ley por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento
Civil en material de separación y divorcio (B.O.E. 2005, 11684); ver generalmente Libro Verde, supra
nota 14.
16. Ver generalmente Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E.
2009, 13567) (que sustituye la anteriormente mencionada Ley de Mediación Familiar de Catalufia
(B.O.E. 2001, 7380.).
17. Ver generalmente Directiva del Consejo (EC) No. 2008/52 de 21, de Mayo de 2008, 2008
O.J. (L 136/3) (por la que se invitaba a los estados miembros a regular la práctica de la mediación.).
18. Ver generalmente Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E.
2009, 13567) (por la que se establece un marco regulatorio general de la institución de la mediación).
19. A la espera de la aprobación de una ley estatal que desarrollase las materias vinculadas a
esta institución y que correspondían a la competencia legislativa estatal.
20. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 7, 21.
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hacer posible la obtención de soluciones responsables,
autogestionadas y eficaces a los conflictos, que aseguren el
cumplimiento posterior de los acuerdos y que preserven la
relación futura entre las partes. Esto significa que el eje
central del sistema de la mediación va ligado a la
preparación técnica de la persona mediadora. Por tanto, se
debe potenciar la especialización, de una manera conjunta
con los principios básicos del sistema: la confidencialidad,
la imparcialidad, la neutralidad y los mecanismos de
conexión y de cooperación con los tribunales para
homologar los acuerdos en materias que requieran un
control jurisdiccional.2'
Para, más adelante, en aras a vencer resistencias sectoriales, mantener
textualmente que:
La función de la abogacía en el procedimiento de mediación es
una garantía para la salvaguarda de los derechos de los
ciudadanos, y concluir manteniendo que: [l]as relaciones
dinámicas entre la mediación y el proceso judicial son el núcleo
esencial de la directiva sobre ciertos aspectos de la mediación en
asuntos civiles y mercantiles. En este sentido, la voluntariedad
del sistema para las partes no es un obstáculo para que esta ley
establezca el derecho de éstas y la obligación consiguiente de
asistir a una sesión informativa que acuerde el órgano
jurisdiccional competente. [...] Esta ley respeta voluntariamente
los contenidos de la Ley 1/2001 y tiene como objetivos: abrir el
alcance de la mediación a determinados conflictos del ámbito
civil caracterizados por la necesidad de las partes de mantener
una relación viable en el futuro, disipar cualquier duda sobre el
alcance de los conflictos familiares susceptibles de mediación y,
en último término, introducir determinadas mejoras sistemáticas
y técnicas. Se ha de tener en cuenta que lo que establece la
directiva mencionada es la introducción de la mediación de una
forma general en todos los ámbitos de la conflictividad civil y
mercantil, lo que hace necesaria la aprobación de una ley general
de la mediación. Mientras no se apruebe la mencionada ley, se
hace necesario ordenar la regulación existente y abrir su alcance
a nuevos campos ... 22
Así las cosas, la entrada en vigor de la Ley Catalana requería de la
posterior aprobación y entrada en vigor de una ley general sobre la
21. Ver id. en 70786-87.
22. Ver id. en 70787.
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mediación. Dicha necesidad se vio finalmente colmada mediante la entrada
en vigor de la Ley Española23 que vino a colmar la laguna existente hasta el
momento.
Dicha norma, según indica su Exposición de Motivos, incorpora al
Derecho español la Directiva 2008/52/CE, 24 procediendo al tiempo a
adaptar tal regulación a las exigencias derivadas de las modificaciones del
Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil.25  Dichas leyes fueron
operadas previamente por la Ley que modificaba el Código Civil y la Ley
de Enjuiciamiento Civil en Materia de Separación y Divorcio. La Ley
Española2 6 también procede a regular un régimen general aplicable a toda
mediación que tenga lugar en España y pretenda tener un efecto jurídico
vinculante, circunscrita, eso sí, exclusivamente al ámbito de los asuntos
civiles y mercantiles, 27 siguiendo para ello las previsiones de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre la Conciliación Comercial Internacional. 8
La Ley Española29 se centra, esencialmente, en establecer los
mecanismos de coordinación entre la mediación y la función jurisdiccional
estatal y en asegurar la garantía de la tutela judicial de los derechos de los
ciudadanos, conformando la mediación como uno de los sistemas
alternativos de resolución de conflictos complementario de la
administración de justicia. En tal sentido, la administración de justicia
configura la normativa catalana como una alternativa al proceso judicial o a
la vía arbitral, pretendiendo establecer un claro deslinde respecto de tales
figuras.30  Así, la institución de la mediación se constituye en tomo a la
23. Ver generalmente Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012,
13567) (que viene a colmar la necesidad de una regulación estatal uniforme en el ámbito de la
institución de la mediación.).
24. Ver generalmente id.; Ver generalmente Directiva del Consejo (EC) No. 2008/52 de 21, de
Mayo de 2008, 2008 O.J. (L 136/3) (que invita a los estados miembros a regular la institución de la
mediación.).
25. Ver generalmente Ley por la que se modifican el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento
Civil en material de separación y divorcio (B.O.E. 2005, 11684).
26. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49224-
25.
27. Excluyendo del ámbito de aplicación de la norma ciertos campos, con la intención de
reservar su regulación a las normas sectoriales correspondientes.
28. Ver generalmente Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil
Internacional, Ley Modelo sobre Conciliación Comercial Internacional, No. de Venta de las Naciones
Unidas S.05.V.4 (2004) (que restringe el ámbito de aplicabilidad de la Ley Estatal a los asuntos civiles y
mercantiles.).
29. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49224-
25.
30. Ver id. en 49225.
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intervención de un profesional neutral que facilite la resolución del
conflicto por las propias partes, de una forma equitativa, permitiendo el
mantenimiento de las relaciones subyacentes y conservando el control sobre
el final del conflicto. En este sentido, la Exposición de Motivos de dicha
norma mantiene que:
A pesar del impulso que en los últimos años ha
experimentado en España, en el ámbito de las
Comunidades Autónomas, hasta la aprobación del Real
Decreto-ley 5/2012 se carecía de una ordenación general de
la mediación aplicable a los diversos asuntos civiles y
mercantiles, al tiempo que asegurara su conexión con la
jurisdicción ordinaria, haciendo así efectivo el primero de
los ejes de la mediación, que es la desjudicialización de
determinados asuntos, que pueden tener una solución más
adaptada a las necesidades e intereses de las partes en
conflicto que la que podría derivarse de la previsión legal.
[. -. 1 La mediación, como fórmula de autocomposición, es
un instrumento eficaz para la resolución de controversias
cuando el conflicto jurídico afecta a derechos subjetivos de
carácter disponible. Como institución ordenada a la paz
jurídica, contribuye a concebir a los tribunales de justicia
en este sector del ordenamiento jurídico como último
remedio, en caso de que no sea posible componer la
situación por la mera voluntad de las partes, y puede ser un
hábil coadyuvante para la reducción de la carga de trabajo
de aquéllos, reduciendo su intervención a aquellos casos en
que las partes enfrentadas no hayan sido capaces de poner
fin, desde el acuerdo, a la situación de controversia.3'
Como se ha indicado anteriormente, el modelo de mediación
instaurado por la Ley Española se basa por tanto en la voluntariedad y
libertad de decisión de las partes, así como en la intervención activa de un
mediador orientada a la solución del conflicto por las propias partes
implicadas en el mismo. 32 La Ley instaura un modelo flexible, tendente a
favorecer el uso no dilatorio del la institución de la mediación y, con tal
finalidad, sin dotarlo de repercusión en eventuales costes procesales
posteriores.33 No obstante, la ley prima el respeto a la autonomía de la
voluntad de las partes plasmada en el acuerdo por el que se ponga fin a la
mediación. Dicha voluntad otorga la posibilidad de reconocer el acuerdo
31. Ver id. en 49224.
32. Ver id. en 49225.
33. Ver id. en 49224.
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como título ejecutivo, si las partes desean darle tal valor mediante su
elevación a escritura pública.34 En tal caso, el acuerdo alcanzado podrá ser
objeto de ejecución directa ante los tribunales de justicia sin necesidad de
pasar previamente por un proceso declarativo. Corolario de lo anterior lo
constituye la previsión expresa de la suspensión de los plazos de
prescripción y caducidad.35
Partiendo de las premisas en la Ley Española, 36 igual que acontece en
la Ley Catalana, la figura del mediador se configura comola pieza esencial
del modelo legal. 37 En este sentido, la Ley Española incide especialmente
en la regulación de la responsabilidad civil del mediador en el desempeño
de su función.
A la luz de cuanto antecede deberemos abordar por tanto el estudio de
las características esenciales de la normativa vigente, teniendo en cuenta
que, la propia Exposición de Motivos de la Ley Española, mantiene:
[SIe circunscribe estrictamente al ámbito de competencias
del Estado en materia de legislación mercantil, procesal y
civil, que permiten articular un marco para el ejercicio de la
mediación, sin perjuicio de las disposiciones que dicten las
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus
competencias.
III. ALGUNOS ASPECTOS ESENCIALES DE LA REGULACIÓN VIGENTE EN
BASE A LA LEY CATALANA DE MEDIACIÓN EN EL ÁMBITO DEL DERECHO
PRIVADO, Y LA LEY ESTATAL DE MEDIACIÓN EN ASUNTOS CIVILES Y
MERCANTILES.
Basándonos en las declaraciones de principios apuntados en el
apartado antecedente, los cuales se desprenden de las Exposiciones de
Motivos de la Ley Catalana, y la Ley Española, abordaremos en los
subsiguientes apartados el estudio de los caracteres esenciales de la
regulación vigente.39 Se tomará como base para ello el contenido del
34. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49225.
35. Ver id.
36. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49224-
25.
37. Ver id. en 49224-25; ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado
(B.O.E. 2009, 13567) en 13797-98.
38. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49224-
25.
39. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567);
ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49224-25.
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"Libro Blanco de la Mediación en Cataluña," tras la entrada en vigor de la
ley catalana, analizando a la luz del mismo las novedades que ha supuesto
la posterior publicación de la norma estatal de 2012.40
A. El Concepto de Mediación.
La regulación catalana, bebiendo de las directrices trazadas por la
Directiva comunitaria, establece en su artículo 1 que:
A los efectos de esta ley, se entiende por mediación el
procedimiento no jurisdiccional de carácter voluntario y
confidencial que se encamina a facilitar la comunicación entre las
personas, para que gestionen por sí mismas una solución de los
conflictos que les afectan, con la asistencia de una persona
mediadora que actúa de una manera imparcial y neutral.
La mediación, como método de gestión de conflictos, pretende
evitar la obertura de procesos judiciales de carácter contencioso,
poner fin a los ya iniciados o reducir su extensión.
4 1
Desde este punto de vista, los elementos esenciales utilizados a la hora
de definir el concepto de mediación por la norma catalana son: el
procedimiento, el papel de las partes en conflicto y la actividad del
mediador.42
Por su parte, el artículo 1 de la Ley Catalana43 mantiene a este respecto
que: "[s]e entiende por mediación aquél medio de solución de
controversias, cualquiera que sea su denominación, en que dos o más partes
intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas un acuerdo con la
intervención de un mediador. ' 44 Con el artículo 1 se enmendó la previa
mención al término "negociación" que se contenía en el inicial
Anteproyecto de Ley Española,45 y que había sido objeto de crítica en el
40. Ver id.; Ver generalmente GENERALITAT DE CATALUNYA, LIBRE BLANC DE LA MEDIACIÓ
A CATALUNYA [LIBRO BLANCO DE MEDIACIÓN EN CATALUÑA] (Ira ed. 2011) [en lo sucesivo LIBRO
BLANCO] (que se redactó basándose en los principios establecidos en la normativa catalana sobre
mediación.).
41. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 1.
42. Ver id.
43. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 1.
44. Ver id.
45. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49226
(aprobado por el Consejo de Ministros el 19 de febrero de 2010.).
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informe del Consejo General del Poder Judicial que se elaboró sobre el
mismo.
46
De este modo, la mención a las partes en conflicto incide claramente
en la implicación de las mismas en la tramitación del procedimiento, en
cuanto que a éstas se atribuye la construcción de la respuesta al conflicto
planteado.
Por otra parte, la figura del mediador se configura como nota
identificadora de la institución, desde el momento en que se erige como
conductor del procedimiento de mediación. De esta manera, la función de la
norma catalana47 es limitarse a facilitar la comunicación entre las partes y
se concreta en ayudar a las partes a alcanzar por ellas mismas sus
compromisos y decisiones, sin imponer ninguna solución ni ninguna
medida concreta y sin tomar parte.48 Contrariamente, en el artículo 13 de la
Ley Española, se establece que el mediador " [...] facilitará la
comunicación entre las partes y velará porque dispongan de la información
y el asesoramiento suficientes. [...]el mediador desarrollará una conducta
activa tendente a lograr el acercamiento entre las partes, con respeto a los
principios recogidos en esta Ley." 49
B. Finalidad de la Mediación.
Partiendo de lo dispuesto en el art. 1.1 de la Ley Catalana podemos
decir que dicha norma entronca con la más extendida configuración legal a
nivel comparado de la mediación: intentar que las partes alcancen por ellas
mismas un acuerdo que resuelva una disputa.50 Por tanto, desde este punto
de vista, es presupuesto de la mediación la existencia de un conflicto. Este
método de autocomposición facilita la comunicación entre las partes para
que sean éstas las que gestionen por sí mismas los conflictos en que se
encuentren implicadas. 51 Una función secundaria añadida a la anterior es la
de evitar, en la medida de lo posible, el colapso de los tribunales de justicia
46. El Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) es un órgano constitucional, colegiado,
autónomo, integrado por jueces y otros juristas, que ejerce funciones de gobierno del Poder Judicial con
la finalidad de garantizar la independencia de los jueces en el ejercicio de la función judicial frente a
todos.
47. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ambito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 1.1.
48. Ver id. en art. 6.2.
49. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 13.





y, en tal sentido se pronuncia sin ambages el art. 1.2 de la norma catalana y
la Exposición de Motivos de la Ley Española.
52
Sentadas estas finalidades principales del instituto de la mediación, tal
y como es configurado en las dos normas generales comentadas, debe
reseñarse que, en determinados ámbitos normativos sectoriales, pueden
identificarse otras finalidades, de carácter preventivo,53 de carácter
educativo, o de carácter reparador.
54
C. Principios Rectores De La Mediación.
A la hora de decantarse por la instauración de unos u otros principios
rectores, tanto la Ley Catalana como la Ley Española beben de sus
respectivos antecedentes legislativos. Así, la Ley Catalana55 bebe de lo que
en su día establecía la Disposición Adicional 3 del Código de Familia
catalán, cuando ordenaba que el futuro proyecto de ley de mediación
familiar debía realizarse sobre las siguientes bases:
a) Confidencialidad absoluta del contenido de las sesiones
de mediación;
b) Libertad de las partes para apartarse o desistir de la
mediación en cualquier momento;
c) Aprobación judicial de los acuerdos asumidos en la
mediación; and
52. Ver id. en art. 1.2.
53. Ver LIBRO BLANCO, supra nota 41, en 836; ver generalmente Ley de Mediación en
Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112); ver generalmente Ley Catalana de Mediación en el
Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567); ver generalmente Generalitat de Catalunya,
Department de Justicia, Decáleg de Bones Práctiques de la Mediació Ciutadana i Comunitária, Nov.
2008, [Decalogo de Buenas Practicas de la Mediación Ciudadana y Comunitaria], disponible en
http://www20.gencat.cat/docs/Justicia/Documents/ARXIUS/PC-Compartim-
decalegbonespractiques_2008_decaleg.pdf (última visita 17 de Feb. de 2013) [en lo sucesivo] (Señala
el LIBRO BLANCO que la función preventiva forma parte de la misma conceptuación de la mediación
comunitaria o ciudadana, manteniendo que: "Un texto no normativo de referencia en sus actuaciones, el
"Decálogo de buenas prácticas de la mediación comunitaria y ciudadana", establece que: "La mediación
permite conocer el estado de la conflictividad social y deviene, en sí misma, una herramienta de
prevención.". Señala así mismo que esa función preventiva se identifica también en el art. 32 de la Ley
catalana 12/2009, de 10 de Julio, de educación, en donde convive con la función educativa.).
54. Dicha función típicamente se da en el ámbito penal o de justicia restaurativa, donde la
mediación busca una actividad restauradora o de conciliación con la víctima por parte del menor.
55. Ver generalmente Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E.
2009, 13567) (que se basa en la Disposición Final 3 del Código de Familia Catalán.).
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d) Duración máxima del proceso de mediación limitada a
tres meses, prorrogables por el mismo plazo a petición del
mediador o la mediadora.
56
En base a tales antecedentes normativos, la Ley Catalana establece
como principios de la mediación la voluntariedad (art. 5), la imparcialidad y
neutralidad de la persona mediadora (art. 6), la confidencialidad (art. 7), el
carácter personalísimo (art. 8) y la buena fe (art. 9).57 La normativa
catalana también hace referencia a principios que resultan nucleares en el
propio concepto de mediación contenido en el art. 1.1, que califica la
institución como de carácter voluntario y confidencial y la actuación del
mediador como imparcial y neutral.58 En esa misma línea, por su parte, la
norma estatal fija como principios informadores de la institución los de
voluntariedad y libre disposición (art. 6), igualdad de las partes e
imparcialidad de los mediadores (art. 7), neutralidad (art. 8) y
confidencialidad (art. 9).59
Sentado lo anterior, procederemos a analizar pormenorizadamente los
principios que se desprenden de las normas comentadas.
1. Principio de Voluntariedad.
La voluntariedad se configura como el presupuesto básico y necesario
en toda definición de mediación.6 o
Desde este punto de vista el artículo 5 de la Ley Catalana define el
mismo como libertad de someterse a mediación, así como libertad para
desistir de la misma en cualquier momento sin necesidad de alegar justa
causa para ello.61 En este orden de cosas, la Ley Catalana, preocupada por
evitar el desuso de la institución de la mediación, y por su fracaso práctico
como sistema de autocomposición paralelo a la jurisdicción, establece
56. Ver Ley 1/1998, de 15 de Julio, del Código de Familia (D.O.G.C. 1998, 2687) en 9155;
Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado art. 1.1 (B.O.E. 2009, 13567).
57. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado art. 1.1 (B.O.E. 2009,
13567) en art. 5-9.
58. Verid. en art. 1.1.
59. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 6-9 (no recogiendo por tanto la norma estatal como principios nucleares otros de carácter
secundario como pueda ser el de protección de los menores, discapacitados o personas mayores,
previstos sin embargo en algunas normativas autonómicas como la de la Comunidad de Madrid, la de
Castilla-León o la de Andalucía, como tampoco otros principios propios de normativas de mediación
sectoriales como la referente a cooperativas, consumo, etc.).





expresamente que en caso de desistimiento" . . . [n]o pueden tener efectos
en un litigio ulterior el hecho del desistimiento, las ofertas de negociación
de las partes, los acuerdos que hayan sido revocados dentro de plazo y en la
forma adecuada ni ninguna otra circunstancia conocida como consecuencia
del procedimiento. 62
La Ley Española, por su parte, establece asimismo la voluntariedad
como principio rector, tanto al inicio del procedimiento como en relación a
la posibilidad de desistimiento.63 No obstante, a diferencia de la Ley
Catalana, el artículo 6.2 de la Ley Española establece la necesidad de
cumplimiento de los pactos de sumisión a mediación y, en tal sentido, la
necesidad de aperturar el procedimiento de mediación antes de acudir a la
jurisdicción o a otra solución extrajudicial, como por ejemplo, el arbitraje. 64
Sentado esto y sentada asimismo la facultad de la parte de desistir del
procedimiento de mediación en cualquier momento una vez aperturado, la
previsión legislativa se convierte en superflua, pudiendo generar una
dilación innecesaria en la resolución final del conflicto.65
Significa que la voluntariedad es compatible con la posibilidad de
obligar a las partes a acudir a una sesión informativa sobre la mediación, o
con la fijación de medidas que induzcan a solicitar el inicio de la misma,
siempre que éstas no impidan el acceso a la tutela judicial.66 En tal sentido
se pronuncian el Preámbulo de la Ley Catalana y su artículo 11.1, así como
también el artículo 17 de la Ley Española.67 Se echa en falta en la Ley
Catalana la previsión de las consecuencias aparejadas a la inasistencia
injustificada a dicha sesión informativa.68 Sin embargo, el apartado 1 del
artículo 17 de la Ley Española prevé expresamente que dicha inasistencia
injustificada se entenderá como un desistimiento. La información de la
parte o partes que no asistan a la reunión informativa no tendrá carácter
confidencial. Además, la parte no asistente no podrá controlar los efectos
62. Ver id.
63. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 5.
64. Ver id. en art. 6.
65. Ver id.
66. Ver id.
67. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 11.1; Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 17;
C.E., B.O.E. n.3 11, Dic. 29, 1978, en art. 24.
68. Pero ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009,
13567) en art. 5; ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art.
17.1.
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que dicha inasistencia pueda suponer en caso de reapertura del proceso
judicial del que hubiere derivado el inicio de la mediación.69
2. Principio De Imparcialidad y Neutralidad.
Los principios ahora comentados son predicables de la actividad del
mediador durante el proceso y, según dispone el artículo 6 de la Ley
Catalana, destinados a garantizar la igualdad entre las partes en el desarrollo
del procedimiento.70 Por su parte, la Ley Española, a diferencia de la Ley
Catalana, aúna la referencia al principio de imparcialidad con el de igualdad
de las partes en el artículo 7, y se refiere independientemente al principio de
neutralidad en el artículo 8.7'
En cualquier caso, el principio de imparcialidad constituye un
denominador común a todos los procedimientos de resolución de conflictos
en que intervenga un tercero. También se traduce en que dicho tercero, en
su intervención, no puede posicionarse a favor del interés o en apoyo de los
puntos de vista de una de las partes y en perjuicio de los de la otra.72
Corolario lógico del incumplimiento de tal deber del mediador, no es otro
que la posibilidad de imposición de sanciones al mediador,73 con
independencia de la regulación de los supuestos de renuncia o recusación
7 4
o el establecimiento de su responsabilidad civil por daños.
75
Por su parte, como acertadamente se mantiene en el "Libro Blanco de
la Mediación en Cataluña, ' ' 76  la neutralidad, a diferencia de la
imparcialidad, es un principio exclusivamente predicable de la mediación.
Siendo así que tal principio ya no hace referencia a las relaciones del
69. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 17.1.
70. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 6.
71. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles art. 11.3, 14 (B.O.E. 2012, 9112)
en art. 6.
72. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 19.2 (Sin perjuicio de considerar que la imparcialidad no es incompatible con el respeto a
intereses superiores como puedan ser los de los menores o incapacitados, tal y como se contiene en el
art. 19.2 de la norma catalana.).
73. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 30, art. 32.
74. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en 70785-86, art. 6; ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art.
13.4-5.
75. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 11.3,
14.
76. Ver LIBRO BLANCO, supra nota 41, en 1-26; verpor ejemplo, Ley Catalana de Mediación
en el Ámbito del Derecho Privado art. 1.1 (B.O.E. 2009, 13567).
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mediador con los intereses en conflicto, sino a las facultades del mismo en
relación con el resultado del proceso de mediación.77 Así, en el esquema de
la Ley Catalana, la actividad del mediador 78 es de mera asistencia a las
partes, sin que pueda imponer a éstas ninguna solución ni medida
concreta.79 Precisamente esa nota de neutralidad es la que diferencia la
mediación de los métodos heterocompositivos como sean el juicio
jurisdiccional o el arbitraje. La Ley Española, por su parte, define el
principio de neutralidad en su artículo 8 y establece en el artículo 13.1 que
el mediador facilitará la comunicación entre las partes y velará porque
dispongan de la información y el asesoramiento suficientes. El principio de
neutralidad establecido en la Ley Española parece que rebasa la
conceptualización del mediador como mero facilitador que se establece en
la ley catalana.80 En la misma línea, el artículo 13.2 de la Ley Española
mantiene que "El mediador desarrollará una conducta activa tendente a
lograr el acercamiento entre las partes, con respeto a los principios
recogidos en esta Ley., 81
3. Principio De Confidencialidad.
El presente principio se erige como fundamental a la hora de asegurar
la confianza mutua entre las partes y con el mediador.8 2 La confianza es
necesaria para el buen fin de un procedimiento en el que son las propias
83partes las llamadas a alcanzar un acuerdo que ponga fin al conflicto.
Se pretende con tal principio evitar que los documentos aportados al
procedimiento de mediación o las informaciones obtenidas en el mismo
puedan ser utilizadas en un eventual ulterior proceso judicial o arbitral. 84
Precisamente por ello, este principio es generalmente conceptualizado
77. Ver LIBRO BLANCO, supra nota 41, en 1-26.
78. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 1.1.
79. Ver id. en art. 6.2; Pero ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E.
2012, 9112) en art. 13.1-2.
80. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E 2009, 13567)
en art. 8; ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 13.2.
81. Ver id.
82. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
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también como un deber de los intervinientes en el procedimiento arbitral,
directamente relacionado, con el deber de secreto profesional. 85
Desde esta perspectiva, el deber de confidencialidad es positivo,
entendido como deber de reserva sobre los hechos y documentos conocidos
con ocasión del procedimiento de mediación, y negativo, entendido como
prohibición de divulgación de tales hechos o documentos.86
En la Ley Española, dicho deber de confidencialidad está contemplado
en el artículo 9.1 y se extiende al mediador que, puntualiza la norma,
quedará protegido por el secreto profesional a las instituciones de
mediación y a las partes intervinientes.87 Se puede entender que afecta
también a cualesquiera otros técnicos intervinientes, en virtud de la
mención genérica que a las personas que participen en el procedimiento se
efectúa en el subsiguiente artículo 9.2.88 Dicho artículo establece que la
confidencialidad de la mediación y de su contenido impide que dichas
personas intervinientes y los mediadores estén obligados a declarar o
aportar documentación referente a la mediación en un procedimiento
judicial o arbitral. No obstante las partes pueden acordar lo contrario o la
información confidencial puede ser solicitada por un juez de lo penal
mediante resolución motivada. 89
Por su parte, la Ley Catalana por más que incluya expresamente a los
demás técnicos intervinientes en el deber de respeto al principio de
confidencialidad y en el deber de secreto profesional en su artículo 7.1,
parece olvidarse de estos últimos en su apartado 2.90 Esto se debe a que en
su apartado 2, la Ley Catalana establece que las partes en un proceso de
mediación, sin perjuicio de lo que establezca la normativa penal y procesal,
no pueden solicitar en juicio ni en actos de instrucción judicial la
declaración del mediador como perito o como testigo.91
85. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 30 (Precisamente por ello la conculcación de tal principio por parte del mediador se considera
infracción grave o muy grave en el art. 30 de la ley catalana, siendo además perseguible la revelación de
secretos como delito tipificado en el art. 199 del Código penal. No se prevé sin embargo en la ley
sanción específica alguna para el caso de que la vulneración del deber de confidencialidad parta de una
de las partes en conflicto.).




89. Ver id. en art. 8.
90. Ver id. en art. 7.1.




En todo caso la Ley Catalana, a diferencia de la norma estatal
anteriormente comentada, opta por excepcionar el deber de
confidencialidad en su artículo7.4. Dicha excepción se dará cuando la
información obtenida en el procedimiento no sea una información
personalizada y se utilice para meras finalidades de formación o
investigación, o cuando la información obtenida comporte una amenaza
para la vida o la integridad fisica o psíquica de una persona.92 Abundando
en ello, el artículo 7.5 refuerza tal excepción respecto al mediador,
añadiendo a las amenazas para la vida o la integridad fisica o psíquica, el
conocimiento de hechos delictivos perseguibles de Oficio. 93 En todos tales
supuestos, el mediador quedará relevado de su deber de confidencialidad y
tendrá que paralizar la tramitación del procedimiento de mediación,
informando de tales circunstancias a las autoridades judiciales.94
4. Carácter Personalísimo.
En consonancia con la esencia de una institución caracterizada por la
autonomia de la voluntad son las partes implicadas en el conflicto las
llamadas a pactar una posible solución al mismo. Acogiendo un modelo que
se presenta en el resto de normas autonómicas sobre mediación existentes,
la Ley Catalana establece que, como norma general, esas partes deben estar
presentes personalmente en las sesiones en que se desarrolle la mediación. 95
No obstante, debe matizarse que tal característica definitoria resulta
consustancial en el ámbito de la mediación familiar, pero puede ser
cuestionada en otros ámbitos a los que se extiende el mecanismo de
mediación. 96 Por ello, la Ley Catalana en su apartado primero, precisa la
posibilidad de utilización de medios técnicos que faciliten la comunicación
a distancia en aquellos supuestos excepcionales en los que resulte imposible
la presencia simultánea de las partes.97 En el artículo 8.2, donde se habla de
los supuestos de mediación civil entre una pluralidad de personas
implicadas, la norma permite que las partes puedan designar portavoces con
reconocimiento de capacidad negociadora, que representen los intereses de
cada uno de los colectivos implicados.98
92. Ver id. en 7.4.
93. Ver id. en 7.5.
94. Ver id. en art. 7, 8.
95. Ver id. en art. 8.
96. Ver id.
97. Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567) en
art. 8.1.
98. Ver id. en art. 8.2.
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Consignado lo anterior, el "Libro Blanco de la Mediación en
Cataluña" consideraba que sería necesario plantearse en una futura reforma
de la norma, flexibilizar el principio comentado, o incorporar a la
regulación un mínimo de sesiones instrumentales entre el mediador y cada
una de las partes en conflicto. 99 Estas sesiones instrumentales deberían
tener carácter accesorio o contingente, encaminadas a permitir al mediador,
a su arbitrio, una mejor o más atinada gestión del conflicto.,00
Ese llamamiento a la flexibilización del procedimiento parece haber
sido recogido por el legislador estatal.' 01 En tal sentido, aún y no hacer
referencia formalmente al principio ahora comentado, otorga en el artículo
13.2 una conducta activa al mediador. 0 2 En él artículo 10.1 la ley faculta a
las partes para decidir la forma en que se organice la mediación.'0 3
Finalmente, en el artículo 21, se faculta al mediador para comunicarse con
las partes de forma no simultánea (art. 21.2) y para reunirse con ellas de
forma separada (art. 21.3), habilitando expresamente la realización de la
mediación por medios electrónicos en los supuestos y en la forma
consignados en el artículo 24.104
5. Principio De Buena Fe.
La Ley Catalana configura el principio de buena fe como un principio
general de cierre del sistema legal de mediación. 0 5 Por lo tanto, se vincula
el principio de buena fe tanto a la actuación de las partes como a la de los
mediadores. 0 6 Se echa en falta en la redacción legal, sin embargo, que
dicho principio se vincule también expresamente a la actuación de terceros
intervinientes en el procedimiento.0 7
Por su parte, la Ley Española, hace referencia a tal principio, no ya
formalmente en sede de principios informadores de la institución, sino en
99. Ver generalmente LIBRO BLANCO, supra nota 41 (por el que se desarrollan los principios
esta blecidos en la Ley Catalana.).
100. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567)
en art. 9.
101. Ver id.
102. Ver id. en art. 13.2.
103. Ver id. en art. 10.
104. Ver id. en art. 21, 24.





relación a la actuación de las partes en la mediación. 10 8 En tal sentido, el
artículo 10 de la Ley Española predica el deber de buena fe, junto con los
deberes de lealtad y respeto mutuo, pero refiriendo los mismos tan sólo a
las partes implicadas en la mediación, posiblemente por considerar que
dicho deber de cierre del sistema no es necesario predicarlo formalmente
con respecto al mediador. 10 9 Ello es así porque los principios que rigen su
actuación, regulados en el artículo 13, parecen incluir necesariamente tal
deber de buena fe. Asimismo, una actuación del mediador que vulnere los
principios rectores del procedimiento formalmente consignados en la Ley, o
de sus premisas de actuación, podría dar lugar a la generación de
responsabilidad por daños y perjuicios de acuerdo con lo preceptuado en el
artículo 14.110
6. Otros Principios Informadores De La Mediación.
Un análisis de Derecho comparado arroja que otros sistemas de
mediación incluyen otros principios Estos principios pueden ser: el de
libertad o autonomía de la voluntad privada, el de veracidad, el de equidad
del procedimiento, el de igualdad de armas, el de economía procesal, el de
oportunidad, el de flexibilidad o el de transparencia, entre otros."' La Ley
Catalana ha optado por no listar formalmente los mismos en una norma de
carácter general por considerar que si bien los principios son predicables de
esta institución, no conforman la esencia de la misma y se encuentran
subsumidos en los especialmente listados."
12
7. Los Acuerdos Resultantes de la Mediación. Su Eficacia Jurídica y el
Carácter Ejecutivo
Para concluir el presente análisis de los aspectos fundamentales
configuradores de la mediación en el actual sistema legislativo vigente en
Cataluña, hay que hacer referencia al valor de los acuerdos alcanzados por
las partes en el ámbito de la mediación." 3
108. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 10.
109. Ver id.
110. Ver id. en art. 13.
111. Ver LIBRO BLANCO, supra nota 41, en 845; ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito
del Derecho Privado (B.O.E. 2009, 13567) (La cual no cita expresamente los principios generales que se
pueden relacionar con la mediación por considerar que no son la esencia de la misma.).
112. Ver Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E 2009, 13567)
en 70786.
113. Ver id. en art. 19.
20131 Garriga ' 601
ILSA Journal of International & Comparative Law
En tal sentido, como la mediación versa sobre materias de libre
disposición, cabe mantener que tratándose de acuerdos privados, rige para
los mismos el principio de autonomía de la voluntad consagrado en el
artículo 1.255 del Código Civil, complementado por el principio de libertad
civil asimismo consagrado en el artículo 111-6 del Código Civil de
Cataluña.' 14 Desde este punto de vista, el valor de los acuerdos alcanzados
por las partes dependerá asimismo de la voluntad de las mismas. 15 En
consecuencia, el acuerdo podrá tratarse de un acuerdo con o sin valor
jurídico, o bien un acuerdo transaccional, si el mismo cumple con los
condicionantes que para la validez y eficacia de los pactos transaccionales
se contienen en el artículo 1809 del Código Civil. 11
6
Vinculado asimismo a tal principio de libertad civil, cabe manifestar
que los acuerdos alcanzados, en principio, serán válidos con independencia
de la forma que adopten (ex art. 1.278 Código Civil), salvo aquellos para
los que la ley exija una forma determinada que, en tal caso, deberá ser
cumplida."17
No obstante, el artículo 19 de la Ley Catalana prevé expresamente que
los acuerdos alcanzados, en cuanto afecten a materias o personas
necesitadas de una especial protección o a materias de orden público,
tendrán mero carácter de propuestas, requiriendo para su eficacia de la
ulterior aprobación judicial." 8 La norma dispone a tal efecto que sean los
propios abogados asistentes de las partes en la mediación los que puedan
incorporar dichos acuerdos a los correspondientes protocolos o a un
eventual convenio regulador para las situaciones de crisis matrimonial. 119
Asimismo, los abogados también tendrán la obligación de comunicar al
juzgado del que eventualmente haya partido la iniciación de la mediación el
hecho de haberse conseguido, o no, un acuerdo. 20
En todo caso, una vez alcanzado el acuerdo por el que se pone término
a la mediación, el problema puede surgir en caso de incumplimiento del
mismo por cuanto, en tal caso, el mediador no ostenta facultades para
obligar a las partes al cumplimiento coactivo del mismo.12' Dicha
circunstancia tampoco podría ser objeto de una nueva mediación por cuanto
114. Ver C.C. art. 1255 (España); Ver C.C. Catalán art. 111-6 (España).
115. Ver id.
116. VerC.C. art. 1809.
117. VerC.C. art. 1278.







es presupuesto de la misma el aquietamiento de las dos partes a someter una
disputa a tal sistema de autocomposición de conflictos.
22
En tal contexto, el incumplimiento de los términos acordados por parte
de una de las partes desplaza el conflicto originario al ámbito de la
ejecución forzosa que, por expresa disposición del artículo 117.3 de la
Constitución Española y el artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
constituye una competencia exclusiva de los tribunales de justicia. 123
Un problema añadido a lo dicho anteriormente lo constituye el hecho
de que para poder solicitar la ejecución forzosa la normativa procesal
requiere del incumplimiento de la obligación contraída y de que la
pretensión de ejecución se base en un título al cual la ley apareje
ejecución. 24 Por tanto, en los supuestos en los que los acuerdos alcanzados
y posteriormente incumplidos no se hubieren recogido en alguno de los
documentos o resoluciones a los que el artículo 517 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil apareja ejecución, no quedaría más remedio que
iniciar el procedimiento jurisdiccional declarativo previo tendente a la
generación de tal título ejecutivo. 125
Precisamente para evitar tales inconvenientes, de los que podría
derivar la muerte práctica de la institución de la mediación, la normativa
estatal dedica el Título V de dicha norma a la ejecución de los acuerdos
alcanzados en la mediación. 126  El Título V dota a dichos acuerdos
alcanzados de ejecutividad siempre que las partes opten por elevar a
escritura pública el acuerdo alcanzado que, desde tal momento, llevará
aparejada ejecución. 127
8. La Mediación y las Normas Reguladoras de la
Prescripción y la Caducidad
Para finalizar este breve análisis de los elementos que consideramos
esenciales en la configuración legislativa vigente de' la mediación, la
normativa estatal se preocupa de evitar que el uso de tal medio alternativo y
autocompositivo de resolución de conflictos pueda tener como
consecuencia la prescripción o caducidad de las acciones judiciales.
Acciones judiciales que las partes puedan ejercitar eventualmente tras la
122. Ver id.
123. Ver C.E., B.O.E. n. 311,29 de Diciembre 1978 (España) en art. 117.3; L.O.P.J., B.O.E. n.
157, Jul. 2, 1985 (España) en art. 2.
124. Ver L.E. Civ., B.O.E. n. 7, 8 de Enero de 2000 (España) en arts. 517-22.
125. Ver id.
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finalización de la mediación, suponiendo que en el ámbito de la misma no
se haya alcanzado un acuerdo que ponga fin a la controversia. 28  La
normativa estatal intenta favorecer su uso y cumplir con la finalidad de
desjudicializar conflictos descargando de trabajo a los tribunales de justicia.
Mientras tanto, la Ley Española permite la suspensión de la
prescripción y caducidad de las acciones en su preámbulo. 129 El hecho de
que la Ley Española regule la imposibilidad de someter la controversia a
arbitraje o a un procedimiento judicial mientras la resolución está todavía
pendiente, y el hecho de que establece en su artículo 10130 la imposibilidad
de oponerse a una declinatoria, no es relevante en referencia a la habilidad
de suspender la prescripción y caducidad de las acciones.'' Del mismo
modo, la imposibilidad de ejecución judicial hasta transcurridos 20 días
desde la firmeza de la resolución o firma del acuerdo, y la posibilidad de
solicitud de suspensión de la tramitación de un procedimiento judicial en
curso ante la decisión voluntaria de ambas partes de someterse a mediación
(ex art. 16.3), no afecta el derecho de las partes de suspender la prescripción
y caducidad de las acciones.
Dicho esto, la Ley Española rompe con la regla general estipulada en
el artículo 1973 del Código Civil Español que permite la interrupción de la
prescripción y caducidad de las acciones. 132 Debido a esto, la Ley
Española establece que: "[L]a opción de la suspensión de la prescripción
cuando tenga lugar el inicio del procedimiento frente a la regla general de
su interrupción, con el propósito de eliminar posibles desincentivos y evitar
que la mediación pueda producir efectos jurídicos no deseados.' 33 Tal
adelanto de intenciones se concretiza finalmente en la redacción dada al
artículo 4 de la Ley Española, en el que se dispone la suspensión del
cómputo tanto de los plazos de prescripción como de los de caducidad a
contar, desde la fecha de recepción por parte del mediador de la solicitud de
inicio, o desde la fecha de depósito de la misma ante la correspondiente
institución de mediación.
3 4
128. Ver id. en 49225, art. 4.
129. Ver C.C. Catalán arts. 121-22.
130. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en art. 10
(Procedimiento a modificar y dar nueva redacción a los arts. 19.1, 39, 63.1, 65.2, 66 y 206 de la LEC
por virtud de lo dispuesto en la Disp. Final Tercera.).
131. Ver id. (En base a la nueva redacción dada al artículo 548 LEC por virtud de la
Disposición Final Tercera.).
132. Ver id. en 49225, art 16.3; C.C. en art. 1973.
133. Ver Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012, 9112) en 49225.




Analizados en los anteriores apartados los elementos esenciales
configuradores de la institución de la mediación, es menester sin embargo
concluir el presente escrito consignando que, no obstante las encomiables
intenciones manifestadas aquí y allá por el legislador, dichas acciones
pueden no ser suficientes.135 Lo cierto es que mucho nos tememos que la
regulación de la misma aboca a que su eficacia en la práctica vaya a quedar
restringida a solventar conflictos en el ámbito matrimonial, familiar, o a
asuntos menores de carácter vecinal, máxime si tenemos en cuenta que los
acuerdos alcanzados sólo resultarán ejecutables de forma coactiva de ser
elevados previamente a escritura pública.
36
135. Ver generalmente Ley de Mediación en Asuntos Civiles y Mercantiles (B.O.E. 2012,
9112); ver generalmente Ley Catalana de Mediación en el Ámbito del Derecho Privado (B.O.E 2009,
13567) (A la espera de saber si dichas regulaciones tanto estatales como autonómicas son suficientes
para gestionar la institución de la mediación.).
136. Ver id.
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